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Buenos Aires, 17 de marzo de 2006.-

 

 

 

VISTO:

 



La actuación nº 1215/06, iniciada a raíz de la presentación de la señora M. C. M., quien solicita la intervención de esta Defensoría del Pueblo a los fines de la protección del patrimonio cultural de la Ciudad debido a la amenaza de desalojo del histórico “Bar Británico” sito en la intersección de la Avda. Brasil y la calle Defensa.

 

 

 

Y CONSIDERANDO QUE:

 





La presentante, señora M. C. M., sostiene en su escrito inicial (fs. 1) que “...para el 31 de marzo próximo está anunciado el desalojo del histórico “Bar Británico...”. Agrega que “...Así como en los últimos 45 años, los fundadores y actuales socios del bar quisieron renovar una vez más el contrato de alquiler y se encontraron con la negativa del propietario: simplemente, tiene un mejor postor. De esta manera, la empresa San Andrés S.A., presidida por Juan Pablo Benvenuto, propietaria del célebre local de la calle Defensa y Brasil, pretende borrar de un plumazo un pedazo de la historia porteña y así, paradójicamente aumentar el número de lugares “típicos” que proliferan en el barrio...”. Según la presentante “...Este hecho forma parte de un fenómeno más amplio. El avance de la industria del turismo en los últimos años sobre Buenos Aires y en particular sobre San Telmo, transforma a los espacios públicos en potenciales negocios y a los usos y costumbres en bienes comercializables y en poses vacías “for-export”. Un proceso que tiene como único criterio el lucro y que subordina a las necesidades y deseos de los que habitamos la Ciudad...”. Destaca la señora María Cristina Montero que “...El Británico es un punto fundamental en el mapa cultural y social de Buenos Aires, y eso es así porque no se limita a ser solamente un comercio. Así como el Parque Lezama, el Británico está abierto como un verdadero espacio público las 24 horas y los 365 días del año a los vecinos de San Telmo, La Boca y Barracas y a la gran cantidad de personas que habitualmente visitan la zona. Como el parque, es un espacio donde confluyen -algo extraño en estas épocas- los más variopintos personajes y de las más diversas costumbres, oficios, clases y generaciones. Allí se dan cita todos ellos, y no solamente a consumir: a nadie se obligó a pagar su derecho a detenerse a conversar o a hacer uso del baño. Como tampoco se expulsa a los vendedores ambulantes, a los poetas y a los artistas que pasan vendiendo sus obras...”. Concluye la presentación solicitando la intervención de este organismo “...para garantizar la democracia cultural, el acceso a los bienes culturales, proteger las manifestaciones y cultura popular, la preservación y difusión del patrimonio cultural y las tradiciones del barrio de conformidad con los artículos 411 de la Constitución Nacional y 322 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”.

 





A fs. 5 de la actuación obra una nota del periódico “Página 12” firmada por el señor Horacio Cecchi en el que se relata la historia del local y la naturaleza del conflicto de intereses así como también la incidencia en la opinión pública local del referido episodio.

 





Funcionarios de este organismo y la Defensora del Pueblo han tomado conocimiento personal de lo que había adquirido estado público a través de noticias e informaciones periodísticas.

 





En primer lugar debe señalarse que en relación con la llamada industria del turismo la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha adoptado la determinación de favorecerlo por considerarla valiosa para el progreso económico y social. En efecto, el art. 59 de la Carta porteña establece que: “La Ciudad promueve el turismo como factor de desarrollo económico, social y cultural.

Potencia el aprovechamiento de sus recursos e infraestructura turística en beneficio de sus habitantes, procurando su integración con los visitantes de otras Provincias o países. Fomenta la explotación turística con otras jurisdicciones y países, en especial los de la región”.

 





Por lo tanto, esta Defensoría del Pueblo, en su calidad de Organo de la Constitución, no puede suscribir la crítica irrestricta de la presentante a esa actividad. Es más, esta Defensoría del Pueblo ha dedicado un espacio institucional a la protección de los derechos de los extranjeros que visitan nuestra Ciudad en calidad de turistas y no ve en ellos un peligro para nuestra identidad nacional o local sino una vía de enriquecimiento no sólo material sino además cultural.

 





Sin embargo, así como no corresponde un rechazo cerrado al turismo y a la presencia de extranjeros en nuestra Ciudad, no se nos escapa que las actividades económicas ligadas a este fenómeno no pueden ser ejercidas de cualquier manera, puesto que de ese modo pondrían en riesgo derechos, bienes e intereses de naturaleza colectiva que deben ser preservados.

 





En efecto, el art. 59 de la Constitución porteña no puede interpretarse parcialmente o en forma aislada del resto de las disposiciones que integran ese ordenamiento porque forma parte de un sistema. Precisamente, es un criterio básico de interpretación del derecho constitucional que sus normas han de ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento y los principios y garantías allí establecidos para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la tarea judicial (C.S.J.N. Fallos, t. 255, p. 360; t. 258, p. 75; t. 281, p. 146; causa “Mary Quant Cosmetics Limited c. Roberto L. Salvarezza” del día 31 de julio de 1980 -Rev. La Ley, t. 112, p. 709; t. 116, p. 13; t. 146, p. 687, fallo 28.856, t. 1980-D, p. 394). En consecuencia, no hay dudas de que las actividades económicas ligadas al turismo, al igual que toda otra actividad comercial o industrial, no pueden ejercerse en la Ciudad con criterios que perjudiquen el bien común toda vez que “Es política de Estado que la actividad económica sirva al desarrollo de la persona y se sustente en la justicia social...” (art. 483 de la Constitución porteña). En este sentido hace al concepto de desarrollo sustentable centrado en el respeto de la persona y a la protección del ambiente (art. 264 de la Carta porteña) y del patrimonio cultural (art. 32 de ese cuerpo normativo).

 





Tampoco escapa que la Constitución Nacional protege enérgicamente el derecho de propiedad (arts. 145 y 176). Esta Defensoría del Pueblo, en su calidad de institución destinada a la protección de los derechos reconocidos en la Constitución Nacional y local (art. 1377, segundo párrafo de la Constitución porteña), no puede ser empleada como instrumento para el menoscabo o alteración del derecho de propiedad (art. 288 C.N.). No obstante, debe señalarse que tampoco el derecho de propiedad es absoluto ya que debe ejercerse en función social (art. 219 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 75 inc. 2210 C.N.) y encuentra sus límites en los demás derechos. Una adecuada hermenéutica constitucional obliga aquí también a una adecuada labor de compatibilización. En ese marco y con referencia a la protección de los habitantes contra los abusos del derecho de propiedad o en relación con la necesidad de hacer congruente su ejercicio con los demás derechos, encuentra esta Defensoría del Pueblo su rol constitucional.

 





Cabe destacar también que la presentante ha invocado expresamente derechos de incidencia colectiva contemplados en el art. 411 de la Constitución Nacional a los que esta institución debe proteger (art. 4311 C.N.).

 





En este sentido, la Constitución Nacional reformada en 1994 establece en el art. 411 que las autoridades proveerán a la preservación del patrimonio natural y cultural. No hay duda de que el patrimonio cultural incluye al patrimonio histórico. Este último también forma parte de los bienes que hacen posible la participación en la vida cultural. Su protección constituye un deber del estado nacional, provincial, municipal y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para la vigencia plena de los Derechos Humanos. En efecto, la Nación argentina al incorporar a su Constitución los Pactos Internacionales sobre Derechos humanos (art. 75 inc. 2210) se comprometió a que toda persona pueda tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad (art. 2712 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 1513 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). Tan importante es este derecho y el deber de su preservación que la República Argentina suscribió la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (ratificada por Ley nº 21.836). Una vieja ley nacional, la Ley nº 12.665 de Protección del Patrimonio Histórico y Artístico de la Nación y su reglamentación, establece mecanismos, tal vez hoy insuficientes, de preservación de aquellos elementos valiosos para la cultura nacional. Lo dicho significa que desde el punto de vista constitucional y legal, está reconocido a todos los habitantes de la República Argentina el derecho de gozar del patrimonio histórico y el deber de las autoridades de preservarlo.

 





Por su parte, los habitantes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen derecho a la preservación de su patrimonio histórico y están legitimados para interponer acciones judiciales en su defensa (art. 1414 de la Constitución local). Más allá de la cuestión acerca de quien sea el actual propietario de los predios y de los edificios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, lo cierto es que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires tiene el deber de preservar, recuperar y difundir el patrimonio cultural, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad, la memoria y la historia de la ciudad y sus barrios (art. 322 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires). Para ello la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires legisla en materia de preservación y conservación del patrimonio cultural (art. 81 inc. 815) y dispone el emplazamiento de monumentos y esculturas y declara monumentos, áreas y sitios históricos (art. 81 inc. 716).

 





Esto se debe a que los más de veinte años de democracia han consolidado uno de los componentes vertebradores de la persistencia de una comunidad: la memoria. Esta parte viva de la historia, para alcanzar continuidad y perseverancia, debe abrevar en el sostenimiento, producción y reproducción del patrimonio colectivo.

 





Un patrimonio reconoce distintas vertientes, al punto tal, que en la actualidad es dable reconocer al menos cuatro categorías: tangible, intangible, arqueológico y viviente. La articulación entre los distintos elementos que componen estas categorías sólo se ve facilitada cuando existe un fuerte compromiso social y una clara política de estado al respecto.

 





La preservación del patrimonio de la ciudad ha constituido, para las distintas gestiones gubernamentales, una preocupación que ha ido perfilando progresivamente el papel del Estado. Desde aquella Ordenanza, dictada bajo el nº 41.081 en 1986 que creara la Comisión para la Preservación del Patrimonio Histórico Cultural hasta la creación de una Subsecretaría específica, integrada a la Secretaría de Cultura, que integra actualmente la estructura del Poder Ejecutivo.

 





La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el Título Segundo de su Libro Primero, enumera las bases sobre las que se deben erigir las políticas de Estado. El tópico cultural se halla incluido en este Título como Capítulo Sexto. El texto señala: “CAPITULO SEXTO - CULTURA. ARTÍCULO 32.- La Ciudad distingue y promueve todas las actividades creadoras.

Garantiza la democracia cultural; asegura la libre expresión artística y prohíbe toda censura; facilita el acceso a los bienes culturales; fomenta el desarrollo de las industrias culturales del país; propicia el intercambio; ejerce la defensa activa del idioma nacional; crea y preserva espacios; propicia la superación de las barreras comunicacionales; impulsa la formación artística y artesanal; promueve la capacitación profesional de los agentes culturales; procura la calidad y jerarquía de las producciones artísticas e incentiva la actividad de los artistas nacionales; protege y difunde las manifestaciones de la cultura popular; contempla la participación de los creadores y trabajadores y sus entidades, en el diseño y la evaluación de las políticas; protege y difunde su identidad pluralista y multiétnica y sus tradiciones.

Esta Constitución garantiza la preservación, recuperación y difusión del patrimonio cultural, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad, la memoria y la historia de la ciudad y sus barrios” (negritas propias).

 





Este mandato constitucional se vio plasmado con la sanción en el año 2003 de la Ley nº 1227 de Patrimonio Cultural de la Ciudad que, en su art. 8º17, le reconoce a la Comisión de Preservación, el carácter de Organo Asesor Permanente. En relación a la cuestión del “Bar Británico”, cabe su encuadramiento de la aplicación de lo dispuesto en el art. 2º de la norma en la que está definido el concepto de Patrimonio Cultural de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Allí se establece: “Artículo 2º.- Concepto: El PCCABA es el conjunto de bienes muebles e inmuebles, ubicados en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad, que en sus aspectos tangibles e intangibles, materiales y simbólicos, y que por su significación intrínseca y/o convencionalmente atribuida, definen la identidad y la memoria colectiva de sus habitantes”.
 





Con anterioridad, pero siempre dentro del mismo tejido institucional y jurídico es promulgada la Ley nº 35. El texto normativo que crea la Comisión de Protección y Promoción de los Cafés, Bares, Billares y Confiterías Notables de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires señala taxativamente en su art. 2º: “Se considerará como notable, en lo que se refiere a esta Ley, aquel bar, billar ó confitería relacionado con hechos ó actividades culturales de significación; aquel cuya antigüedad, diseño arquitectónico o relevancia local le otorguen un valor propio”. La potestad de la Comisión en relación a los bienes culturales enumerados, sus objetivos y la forma de garantizarlos, es detallada en sus arts. 6º y 7º que textualmente establecen: “Artículo 6º - Serán objetivos permanentes de la Comisión:

La elaboración y actualización de un catálogo de cafés, bares, billares y Confiterías notables en el ámbito de la ciudad y su difusión en los centros de actividad turística.

Consensuar y proponer para los bienes que se incorporen a dicho catálogo proyectos de conservación, rehabilitación o cuando correspondan restauración edilicia y mobiliaria con asesoramiento técnico especializado del G.C.B.A. u otra institución.

Promover la participación de los locales catalogados en la actividad cultural y turística de la ciudad, impulsando en éstos actividades artísticas acorde a sus características.

Artículo 7º - Los objetivos permanentes establecidos en el artículo anterior serán instrumentados propiciando la conservación de diseños y materiales en lo edilicio y mobiliario, sin que se modifiquen o reemplacen las relaciones sociales preexistentes que se desarrollaran en dichos locales”.

 





El “Bar Británico” ha merecido por parte de la Comisión de Preservación el ser catalogado como bar notable. Catalogación que el Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su página web oficial, define de la siguiente manera: “BARES DE VALOR PATRIMONIAL CAFES DE BUENOS AIRES 

Fondo de voces bulliciosas... aroma de café recién servido... mozos con bandejas de medialunas y capuchinos... ruidos metálicos de cucharitas chocando los característicos pocillos blancos... clientes abandonados a su soledad o acompañados por una extraña y ajena multitud... ¿cuántas historias y silencios almacenan las mesas de los cafés, bares y confiterías de Buenos Aires?

La vida en Buenos Aires va entretejiendo una madeja con sus bienes culturales, tangibles e intangibles. Los teje lenta y pausadamente en el tiempo, a través de las diversas formas de expresarnos que tenemos los porteños, sean nuestros hábitos de encuentro, nuestro café o mate “ritual”, nuestra manera particular de hablar, de comer, de bailar, de querer o sufrir. Tejemos valores locales, cotidianos y singulares que nos dan carácter e identifican. Los bares de Buenos Aires son un ejemplo. En ellos se plasman por un lado, manifestaciones tangibles, físicas y concretas, a través de distintos ropajes arquitectónicos, desde una rica y ornamentada fachada, hasta una típica y modesta, pero no menos característica. Por el otro, en cada bar, café o confitería hallamos un valor patrimonial intangible que los hacen únicos e irrepetibles. Son los valores que les han dado sus “habitués” y que hablan de vivencias, afectos, relaciones, sueños y tristezas. ¿Quién no recuerda el ruido de los bares o cafés donde mantuvimos esas acaloradas discusiones “para arreglar” el mundo, las memorias de los exámenes de la facultad, la impaciencia de la espera, el humo de la trasnochada, las mesas en la vereda mirando hacia la calle, el té de las 5? Entre el humeante café, una medialuna crujiente, un capuchino bien hecho, con canela y crema... ¡cuántas parejas habrán declarado su amor, cuántos sueños se habrán hilvanado, cuántos negocios se habrán trabado, cuántos políticos habrán forjado su plataforma o sus gabinetes! ¡Cuántos encuentros, desencuentros o descubrimientos encierran las paredes frágiles de los bares de Buenos Aires, donde se van armando las historias y sueños personales y colectivos de un pueblo!”.

 





Esta caracterización de carácter general y universal le es reconocida al “Bar Británico” en la misma página web cuando se le adjudican las siguientes propiedades: “Histórico, social, cultural y arquitectónico”.

 





Esta valoración, por parte de la Subsecretaría de Patrimonio Cultural, en la que se sintetizan los requisitos que se deben alcanzar para que un bien -en este caso un bar- sea considerado como parte integrante del patrimonio cultural de la Ciudad, exime de mayor abundamiento. Agregaremos tan sólo una cuestión, el “Bar Británico” se encuentra emplazado en lo que ha sido tipificado como el Casco Histórico de la Ciudad.

 





Es así que, en uso de las facultades conferidas por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Ley nº 3, con el objeto de llevar tranquilidad a los vecinos del barrio que temen la pérdida de un bien entrañable y en el entendimiento que de lo expuesto se infiere que están dadas las condiciones que determina el marco normativo existente.

 

 

 

POR TODO ELLO:

 

 

LA DEFENSORIA DEL PUEBLO

DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

R E S U E L V E :

 

 

1) Solicitar a la Secretaría de Cultura del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en relación a la preservación como bien del patrimonio cultural de la Ciudad al “Bar Británico” de acuerdo a lo dispuesto por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su art. 322 in fine y las Leyes nros. 35 y 1227, la adopción de las siguientes medidas:

 


a) disponer lo necesario en materia administrativa y, de resultar necesario, en el ámbito judicial;

 


b) suscribir o hacer suscribir la documentación pertinente;

 


c) instruir al representante de la Secretaría de Cultura en la Comisión de Protección y Promoción de los Cafés, Bares, Billares y Confiterías Notables de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sobre lo que debe realizar para dar cumplimiento a lo dispuesto en las normas mencionadas en el punto 1);

 


d) dar intervención a la Comisión para la Preservación del Patrimonio Histórico Cultural de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

 

 

2) Fijar en 48 horas el plazo previsto en el art. 36 de la Ley nº 3 de la Ciudad de Buenos Aires.
[1]
 

 

3) Registrar, reservar en el Area para su seguimiento y oportunamente, archivar.

 

Código 401

DISC

MFG/EP/fm

gv/D/MLM

 

 

 

 

 

RESOLUCION Nº 0717/06

1 Constitución Nacional, art. 41º: Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.


 


Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.


 


Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.


 


Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos.


 


2 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 32º: La Ciudad distingue y promueve todas las actividades creadoras.


Garantiza la democracia cultural; asegura la libre expresión artística y prohíbe toda censura; facilita el acceso a los bienes culturales; fomenta el desarrollo de las industrias culturales del país; propicia el intercambio; ejerce la defensa activa del idioma nacional; crea y preserva espacios; propicia la superación de las barreras comunicacionales; impulsa la formación artística y artesanal; promueve la capacitación profesional de los agentes culturales; procura la calidad y jerarquía de las producciones artísticas e incentiva la actividad de los artistas nacionales; protege y difunde las manifestaciones de la cultura popular; contempla la participación de los creadores y trabajadores y sus entidades, en el diseño y la evaluación de las políticas; protege y difunde su identidad pluralista y multiétnica y sus tradiciones.


Esta Constitución garantiza la preservación, recuperación y difusión del patrimonio cultural, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad, la memoria y la historia de la ciudad y sus barrios.


 


3 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 48º: Es política de Estado que la actividad económica sirva al desarrollo de la persona y se sustente en la justicia social. La Ciudad promueve la iniciativa pública y la privada en la actividad económica en el marco de un sistema que asegura el bienestar social y el desarrollo sostenible.


Las autoridades proveen a la defensa de la competencia contra toda actividad destinada a distorsionarla y al control de los monopolios naturales y legales y de la calidad y eficiencia de los servicios públicos.


Promueve el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas, los emprendimientos cooperativos, mutuales y otras formas de economía social, poniendo a su disposición instancias de asesoramiento, contemplando la asistencia técnica y financiera.


 


4 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 26º: El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.


Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer.


La Ciudad es territorio no nuclear. Se prohíbe la producción de energía nucleoeléctrica y el ingreso, la elaboración, el transporte y la tenencia de sustancias y residuos radiactivos. Se regula por reglamentación especial y con control de autoridad competente, la gestión de las que sean requeridas para usos biomedicinales, industriales o de investigación civil.


Toda persona tiene derecho, a su solo pedido, a recibir libremente información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el ambiente actividades públicas o privadas.


 


5 Constitución Nacional, art. 14º: Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio, a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y aprender.


 


6 Constitución Nacional, art. 17º: La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. Sólo el Congreso impone las contribuciones que se expresan en el art. 4°. Ningún servicio personal es exigible, sino en virtud de ley o de sentencia fundada en ley. Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley. La confiscación de bienes queda borrada para siempre del Código Penal argentino. Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, ni exigir auxilios de ninguna especie.


 


7 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 137º, Párrafo 2°: Es su misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución, frente a los actos, hechos u omisiones de la administración o de prestadores de servicios públicos.


 


8 Constitución Nacional, art. 28º: Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio.


 


9 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), art. 21º (Derecho a la Propiedad Privada): 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.


 


2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.


 


3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.


 


10 Constitución Nacional, art. 75º inc. 22: Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.


 


La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la Primera Parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.


 


Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán el voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.


 


 


11 Constitución Nacional, art. 43º: Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.


 


Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, como así a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.


 


Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.


 


Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio.


 


 


 


12 Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 27º:


1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.


 


2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.


 


13 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 15º:


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:


 


a) Participar en la vida cultural;


b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;


c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.


 


2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.


 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.


 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales.


 


14 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 14º: Toda persona puede ejercer acción expedita, rápida y gratuita de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas en su consecuencia y los tratados interjurisdiccionales en los que la Ciudad sea parte.


Están legitimados para interponerla cualquier habitante y las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma de discriminación, o en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como la protección del ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio cultural e histórico de la Ciudad, de la competencia, del usuario o del consumidor.


El agotamiento de la vía administrativa no es requisito para su procedencia.


El procedimiento está desprovisto de formalidades procesales que afecten su operatividad. Todos los plazos son breves y perentorios. Salvo temeridad o malicia, el accionante está exento de costas.


Los jueces pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en que se funda el acto u omisión lesiva.


 


15 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 81º, inc. 8: Legisla en materia de preservación y conservación del patrimonio cultural.


 


16 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 81º, inc. 7: Impone nombres a sitios públicos, dispone el emplazamiento de monumentos y esculturas y declara monumentos, áreas y sitios históricos.


 


17 Ley n° 1227, art. 8º: Organo Asesor Permanente: La Comisión para la Preservación del Patrimonio Histórico Cultural de la Ciudad de Buenos Aires, creada por la Ordenanza nº 41.081, será el órgano asesor permanente para el cumplimiento de la presente Ley, sin perjuicio que se solicite asesoramiento a otras entidades que se consideren pertinentes, según el caso que se tenga en consideración.


 


 


�[1] Ley nº 3, art. 36º: Con motivo de sus investigaciones, el Defensor o Defensora del Pueblo puede formular advertencias, recomendaciones, recordatorios de los deberes de los funcionarios, y propuestas para la adopción de nuevas medidas. Las recomendaciones no son vinculantes, pero si dentro del plazo fijado la autoridad administrativa afectada no produce una medida adecuada, o no informa de las razones que estime para no adoptarla, el Defensor o Defensora de Pueblo puede poner en conocimiento del ministro o secretario del área, o de la máxima autoridad de la entidad involucrada, los antecedentes del asunto y las recomendaciones propuestas.


Si tampoco así obtiene una justificación adecuada, debe incluir tal asunto en su informe anual o especial a la Legislatura, con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios que hayan adoptado tal actitud.





